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OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO

Conoce la Sala, por vía jurisdiccional de consulta, la providencia proferida el 22 de febrero de 2012, por la Sala Dual Séptima
 de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura en ejercicio del poder preferente, por medio de la cual prorrogó la medida de su suspensión provisional por un término adicional de tres meses al Dr. HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, Juez Treinta y Siete Civil del Circuito de Bogotá. 
HECHOS

Tal como fueron presentados en la decisión interlocutoria de primera instancia, conforme se reseña a continuación, constituye el presupuesto de estas diligencias disciplinarias:

“Dio origen a la presente actuación, la solicitud de investigación disciplinaria presentada por la doctora SANDRA MORELLI RICO en su calidad de Contralora General de la República, contra el doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNEVAR en su condición de JUEZ 37 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ por presuntas irregularidades en el trámite de la acción de tutela No. 201100553 de CLAUDIA PATRICIA LÓPEZ OCHOA, LUZ DARY MUÑIZ ZARAZA y JESÚS HERNÁN RIVERA TORRES contra la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, pues al parecer dicho amparo no resultaba procedente y aún así, fue tramitada y decidida de fondo, revocando la intervención que el Gobierno Nacional venía ejerciendo sobre la EPS SALUDCOOP, a pesar de que durante dicha intervención no se ha presentado desatención del servicio de salud y por tanto no se ha puesto en peligro ningún derecho constitucional fundamental.            

ANTECEDENTES

1. En auto del 2 de noviembre de 2011, se dispuso la Apertura de Investigación disciplinaria, en contra del doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR
. 

El fundamento de dicha determinación consistió en que se encuentra identificado el posible autor, así como la comisión de falta disciplinaria al “tramitar y fallar de fondo una acción de tutela en donde se ordena la devolución de SALUDCOOP, cuando al parecer dicho mecanismo constitucional no cumplía con el test de procedibilidad, lo cual eventualmente podría configurar una falta disciplinaria grave o gravísima por el desconocimiento del deber previsto en el artículo 153 numeral 1° en concordancia con el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 de 1991 y el precedente de la Corte Constitucional…”.
Etapa en la cual se recolectaron los siguientes elementos materiales probatorios: 

· Se practicó inspección judicial al Juzgado 37 Civil del Circuito de Bogotá, en la que se verificó el trámite surtido a las acciones de tutela 2011-451 y 2011-553
. Así:

	ACCIÓN DE TUTELA 2011-451

DE: Adriana María Cano, representante de EPS Salud Cóndor S.A.

Contra: Superintendencia de Salud

	FECHA
	ACTUACIÓN

	12/09/2011
	Se emitió fallo en el cual se concedió el amparo a los derechos fundamentales al Debido proceso, defensa, igualdad y personalidad jurídica y se dispuso dejar sin efectos la Resolución No. 00510 del 7 de abril de 2011, por medio de la cual la accionada tomó posesión de la accionante, así como de la Resolución 2001 del 10 de agosto de 2011, por medio de la cual se adicionó la anterior y se fijó un término de toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa de la accionante. 

	19/09/2011
	Se negó la aclaración de la sentencia solicitada por la accionada

	11/10/2011
	Se dictó auto por medio del cual se ordenó requerir a la Superintendencia Nacional de salud para que acreditara el cumplimiento del fallo.

	18/10/2011
	Se ordenó poner en conocimiento de la accionada, la respuesta dada por el accionante.

	14/10/2011
	El Tribunal Superior de Bogotá, revocó los numerales 1°, 3° y 4°, confirmado los numerales 2°, 5° y 6° amparando solamente el derecho de petición. 

	20/10/2011
	Al interior del incidente de desacato, se dispuso obedecer y cumplir lo dispuesto por el Tribunal Superior-


	ACCIÓN DE TUTELA 2011-553

De: Claudia Patricia López, Luz Dary Muñiz Zaraza y Jesús Hernán Rivera Torres (usuarios, trabajadores y cooperados, todos afiliados al régimen de Seguridad social a través de Saludcoop E.P.S

Contra: Superintendencia de Salud

	FECHA
	ACTUACIÓN

	19/10/2011
	Se sometió a reparto

	20/10/2011
	Fue recibida en el Juzgado 37 Civil del Circuito de Bogotá

	21/10/2011
	El Juez disciplinado admitió la acción de tutela

	31/10/2011
	Se dictó sentencia, en la que se concedió el amparo al debido proceso, negándolo frente al derecho al buen nombre. En consecuencia, ordenó suspender inmediatamente las Resoluciones 00801 del 11 de mayo de 2011 y 01644 del 12 de julio de 2011 proferidas por la accionada por el término de 4 meses, además ordenó a la Superintendencia de Salud, en el término de 48 horas, devolver la administración de la EPS SALUDCOOP, la cual involucra la devolución y entrega inmediata de los bienes, haberes y negocios objeto de la posesión, así como, en el término de 3 días, resolver un recurso de reposición interpuesto por la citada EPS y por último conminó a la accionada para que en el futuro se abstenga de incurrir en actuaciones como las que dieron lugar a la presente acción. 

	03/11/2011
	La Procuradora Cuarta Judicial II para la Restitución de Tierras, impugnó el fallo dictado.


· El Tribunal Superior de Bogotá, acreditó la condición funcional del disciplinado, quien desempeña el cargo desde el 16 de marzo de 2001 y desde el 1° de noviembre de 2011 se ejecutó una sanción de suspensión de un mes en el ejercicio del cargo
. 

· La Dirección de Investigación Criminal e Interpol de la Policía Nacional, realizó inspección al Centro de Servicios Administrativos Jurisdiccionales para los Juzgados Civiles, Laborales y de Familia, tendiente a obtener información del procedimiento realizado para la asignación de la acción de tutela 2011553
.

· La Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bogotá –Cundinamarca, remitió certificación laboral del disciplinado así como constancia de salarios por él devengados
. 

· Se allegaron los certificados de antecedentes disciplinarios del encartado
.

· Por medio de auto del 23 de noviembre de 2011, se ordenó allegar copia de la decisión de segunda instancia, dictada en la tutela 2011-451
.

· Se anexó copia de la sentencia emitida por el Tribunal Superior de Bogotá el 17 de noviembre de 2011, por medio de la cual resolvió la impugnación presentada dentro de la acción de tutela 201100553
.

· En decisión del 23 de noviembre de 2011, la Sala Dual Séptima de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, decretó medida de suspensión provisional por el término de tres meses contra el funcionario disciplinado, al estimar que ponía en peligro la imparcialidad de la administración de justicia y la razón de ser de las jerarquías judiciales, por lo que si un funcionario se aparta del sendero de la legalidad, no puede permanecer en su cargo, pues resulta evidente que su permanencia allí podría constituir una reiteración de la conducta que va en contravía de los fines del Estado
. 

· Anterior decisión que fue consultada ante la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura –Sala Plena-, y confirmada en proveído del 7 de diciembre de 2011
.   
· En proveído del  22 de febrero de 2012, se profirió pliego de cargos en contra del doctor MORENO MUNÉVAR como presunto desconocedor del deber previsto en el artículo 153 numeral 1º de la Ley 270 de 1996, al desconocer el contenido de los artículos 86 inciso 3º de la Constitución Política y 6º numeral 1 y 10º del Decreto 2591 de 1991, al considerar que, “…el amparo declarado por el Juez MORENO MUNEVAR, no resultaba procedente ni siquiera como mecanismo transitorio, porque como ya se indico, los accionantes por un lado no eran los directamente perjudicados con la actuación desplegada por la entidad accionada, esto es, por la Superintendencia Nacional de Salud, y por otro, por cuanto el presunto “perjuicio irremediable”, no se encontraba probado, contrario sensu, estaba demostrado que SALUDCOOP EPS seguía funcionando y prestando sus servicios acordes con su objeto social, tanto así, que los accionantes, seguían vinculados en las mismas condiciones en que se presentaron para actuar, es decir, como trabajadores, cooperados y usuarios de la EPS, independientemente de quien estuviere ejerciendo su administración; pues incluso, así lo dejo vislumbrado el Representante Legal de la mencionada entidad en su intervención procesal cuando se opuso a las pretensiones de los demandantes… En este orden de ideas, considera la Sala que resulta procedente formular cargos en contra del doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNEVAR, por la presunta omisión en que incurrió al no respetar, cumplir y dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, la Ley y el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional sobre el test de procedibilidad y el juez natural…”. Conducta calificada como grave dolosa
.
SUSPENSIÓN PROVISIONAL
En proveído separado dictada el mismo 22 de febrero de 2012, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura –Sala Dual No. 7, decidió prorrogar la medida de suspensión provisional por un término adicional de tres (3) meses en contra del doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, en su condición de Juez Treinta y Siete (37) Civil del Circuito de Bogotá.

Decisión motivada en que “existen y persisten los elementos de juicio necesarios que llevaron a determinar la necesidad de suspender provisionalmente… pues con la misma se busca evitar que el encartado pueda incurrir nuevamente en tal conducta, en otras acciones de tutela o procesos de otra naturaleza en que puede aplicar criterios jurídicos que no se adecuan en debida forma al ordenamiento jurídico o a las normas superiores, como quedó claramente expuesto en esta providencia…”

La Sala Dual de primera instancia recalcó que el Juez constituye un garante de los derechos de quienes acceden a la administración de justicia y del mismo se exigen criterios de imparcialidad y razonabilidad, los cuales prevalecen sobre el derecho del funcionario de ser reintegrado al cargo mientras se tramite el proceso disciplinario seguido en su contra. Aunado al hecho de que el encartado no ha intentado justificar su conducta. 

Y por último, hizo énfasis en el carácter eminentemente preventivo de la medida adoptada y cuya finalidad es defender los intereses de la sociedad y en el caso particular del Estado, sin que per se implique, una definición o análisis de la responsabilidad del aquí disciplinado
.

TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA
Una vez repartido el asunto al Despacho de quien acá funge como ponente para resolver la consulta el 23 de febrero de 2012, por auto del día siguiente, se ordenó dar cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 157 del C.D.U., esto es, dar el traslado allí previsto en garantía de los derechos del funcionario suspendido. Regresó el expediente para proveer el 2 de marzo hogaño.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
La Sala es competente para conocer por vía de la consulta la providencia citada anteriormente, de conformidad con el mandato establecido en el numeral 3º
 del artículo 256 de la Constitución Política, numeral 4
 del artículo 112 de la Ley 270 de 1996 (Estatuto de la Administración de Justicia) y el inciso 3º del artículo 157 de la Ley 734 de 2002
.
Competencia que además viene dada por disposición de la Ley 1474 de 2011
, al establecer la misma el poder preferente para ser aplicado por Salas Duales en primera instancia y en Sala Plena Disciplinaria ejerciendo como Juez ad quem, en consonancia con lo previsto en el Acuerdo No. 075 del 28 de julio de 2011 –Reglamento Interno de la Sala-.
El asunto. En efecto, al doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, en su calidad de Juez 37 Civil del Circuito de Bogotá, se le impulsa investigación por la presunta incursión en falta disciplinaria, al tramitar y fallar de fondo una acción de tutela en donde se ordena la devolución de SALUDCOOP, cuando al parecer dicho mecanismo constitucional no cumplía con el test de procedibilidad.

Por tal comportamiento endilgable al funcionario, se formuló pliego de cargos por el presunto desconocimiento del deber previsto en el artículo 153 numeral 1° al desconocer el contenido de los artículos 86 inciso 3º de la Constitución Política y 6º numeral 1 y 10º del Decreto 2591 de 1991 en concordancia con el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 de 1991. Conducta calificada como grave dolosa. 
Pues bien, el artículo 157 del Código Disciplinario Único autoriza al operador disciplinario para disponer la suspensión provisional del servidor público investigado, “…siempre y cuando se evidencien serios elementos de juicio que permitan establecer que la permanencia en el cargo, función o servicio público posibilita la interferencia del autor de la falta en el trámite de la investigación o permite que continué cometiéndola o que la reitere…”.

Anterior medida que podrá ser prorrogada “hasta en otro tanto”.

En este orden de ideas, existen tres hipótesis que permiten la suspensión. Lo dice la Ley y lo reiteró la Corte Constitucional: 
“(a) Que permanecer en el cargo, función o servicio posibilite la interferencia  del servidor en el trámite de la investigación. 
(b) Que permanecer en el cargo, función o servicio permita la continuación de la comisión de la falta por la que se le investiga o juzga.
(c) Que permanecer en el cargo, función o servicio permita que se reitere la falta por la que se le investiga o juzga”
.
En el caso que ahora nos ocupa, el a-quo fundó la medida en la tercera hipótesis, esto es, para evitar la reiteración de la conducta, en tanto el funcionario desempeñaba el cargo de Juez, que le hace afín con sus funciones la posibilidad de que continúe “obrando de manera arbitraria tutelando indiscriminadamente la protección de derechos de naturaleza constitucional, pasando por alto el test de procedibilidad contenido en la normatividad vigente y plasmado en el procedente Jurisprudencial de la Corte Constitucional…”.

Así las cosas, y revisado el material probatorio allegado a la encuesta, se advierte que la decisión objeto de consulta será confirmada, pues realmente existe la posibilidad que el doctor MORENO MUNÉVAR reitere o incurra nuevamente en el comportamiento que se le viene imputando como contrario a sus deberes, de no ser reanudada la medida de suspensión impuesta en anterior oportunidad. 
En efecto, se tiene el trámite surtido a la acción de tutela radicada con el número 2011-553, contra la Superintendencia de Salud, en la que, en fallo del 31 de octubre de 2011, el disciplinado concedió el amparo deprecado y dispuso la devolución de la administración de la EPS SALUDCOOP.

Determinación que fue adoptada a pesar de que el Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil, en sentencia del 14 de octubre de 2011, había revocado parcialmente una decisión proferida por el mismo juez al interior de la acción de tutela 2011-451, en la cual adoptó la misma determinación pero frente a la EPS SALUD CÓNDOR S.A. 

En esta oportunidad precedente, el Tribunal Superior de Bogotá, había señalado:

“De acuerdo con el material probatorio obrante en el plenario y los planteamientos  de las partes, la Sala encuentra que la queja constitucional no cabe en el caso examinado en la medida en que existe otro medio judicial para reparar el agravio que se dice vulnera derechos fundamentales.

Nótese que la accionante interpuso recurso de reposición contra la Resolución No. 7  de abril de 2011… Por manera que una vez feneció el término de 2 meses previsto en el artículo 60 del Código Contencioso Administrativo sin que la Superintendencia Nacional de Salud se hubiese pronunciado frente al aludido medio de impugnación, inmediatamente la petente del amparo quedó habilitada para demandar la mencionada resolución en ejercicio de la acción de nulidad ante la jurisdicción contencioso administrativa (art. 62 Ib.), en cuyo trámite aquélla incluso puede solicitar la suspensión provisional del acto presuntamente vulnera sus derechos, sin que se evidencie motivo alguno por el cual ello no le haya sido posible hacerlo.

De donde se colige la procedencia del medio judicial frente a las circunstancias que revela el expediente sigue siendo el camino expedito para obtener lo que mediante esta tutela se persigue, lo cual conduce a la improcedencia del amparo solicitado en cuanto a las pretensiones enderezadas a “dejar sin efecto las Resoluciones 00513 del 07 de abril de 2011 y la Resolución 00201 de 10 de agosto de 2011…”.

No obstante lo anterior, el Juez en la sentencia emitida 15 días después de esta decisión, conoció de fondo una acción de tutela similar (decisión cuestionada en las presentes diligencias) y concedió el amparo, luego de considerar: 

“…por este medio pretenden que se evite la configuración de un perjuicio irremediable, por ello acogiendo que la H. Corte constitucional ha sostenido de manera reiterada, que es posible que, de manera excepcional, se pueda acudir a la vía de acción de tutela, a pesar de existir otro medio de defensa judicial, éste mecanismo se utilice única y exclusivamente para precaver un perjuicio irremediable, ya que aunque existe otro medio de defensa judicial, éste no resultaría  lo suficientemente eficaz dada la urgencia de la protección de los derechos fundamentales invocados, prueba de ello es que a pesar, que en su momento se interpuso el recurso de reposición del acto administrativo que ordenó la toma de posesión, es lo cierto que hasta la fecha este no ha sido resuelto aunque ha operado el silencio de administrativo negativo, para acudir a la acción de nulidad, los particulares no contrarían con la suficiente inmediatez que demanda el amparo, dada la informalidad de la acción…
… de no adoptarse medidas urgentes y efectivas que garanticen el amparo constitucional de los derechos fundamentales vulnerados, el perjuicio además de ser irremediable, sería de proporciones catastróficas lo cual indefectiblemente repercutiría en acciones de reparación contra el propio Estado, dada la vía de hecho en que ha incurrido la accionada y esto es precisamente lo que se pretende evitar, al aceptar en el presente caso, como mecanismo excepcional la viabilidad de la presente acción…”. 

Por lo que el Tribunal Superior de Bogotá, al resolver la impugnación presentada contra este fallo, en sentencia del 17 de noviembre de 2011, nuevamente indicó: 

“Dos razones imponían negar la tutela cuya decisión favorable ha sido impugnada:

a). La primera, que los accionantes carecen de legitimación en la causa, de la que también adolecen los sobrevinientes coadyuvantes, toda vez que de conformidad con el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991…

b). La segunda referida al presupuesto de la subsidiariedad (Constitución Política, artículo 86), pues olvidaron los demandantes que la acción de tutela sólo puede ser invocada cuando no se cuente con otro medio de defensa judicial…

En el asunto bajo estudio, es incontestable que los actos administrativos de intervención de SALUDCOOP pueden ser cuestionados a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, según lo previsto en el artículo 85 del C.C.A, escenario ese que es el previsto por la ley para llevar a cabo el juicio sobre la constitucionalidad y legalidad de las Resoluciones que vienen de mencionarse, con la posibilidad de solicitar, ello es basilar, la suspensión provisional de los mismos (artículo 152 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 31 del Decreto 2304 de 1989), mecanismo que, de suyo, se considera eficaz para obtener los mismos efectos que se buscan con la presente acción…

Por último, se debe decir que no existe un perjuicio irremediable como para otorgar la tutela como mecanismo transitorio, dado que, se insiste, SALUDCOOP funciona y presta los servicios acordes con su objeto social; más aún, los accionantes continúan vinculados como trabajadores, cooperados y usuarios de ésta, independientemente de quien ejerza su administración…”. 

Por lo tanto, el Juez investigado posiblemente ha incurrido en contrariedad con la Ley, por ende puede estar inmerso en falta disciplinaria, en tanto por su comportamiento contrario al deber funcional, pudo desconocer el carácter subsidiario de la acción de tutela y procedió a fallar de fondo una acción a todas luces improcedente, contrario a lo previsto en el Decreto 2591 de 1991 y a la reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional.

En este orden de ideas, para evitar que el funcionario continúe conociendo por medio de la acción de tutela, pretensiones que pueden ser ventiladas a través de los mecanismos que el ordenamiento jurídico tiene previsto para ello, como se demostró anteriormente, se prorrogará la suspensión provisional impuesta, pues de ser reestablecido en el cargo de Juez Treinta y Siete Civil del Circuito de Bogotá, reasumiría la competencia para conocer acciones similares y decidirlas en el mismo sentido. 

Se nota entonces una tendencia a favorecer intereses reactivos al litigio de esa EPS inconcebible desde el punto de vista ético funcional; apréciese que no obstante la segunda tutela, teniendo parámetros del Superior y desconociendo falta de legitimidad en causa por activa, persistió en actualizar ese comportamiento perfectamente disciplinable.  
En consecuencia, tal como se dijo en el proveído del 7 de diciembre de 2011, como el proceso contiene los elementos mínimos probatorios –según se puso de presente en precedencia- que determinan la posibilidad de que el funcionario investigado podría reiterar el comportamiento imputado, habrá de confirmarse la decisión de primera instancia a manera de medida provisional, no de sanción. 
Por lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de las atribuciones constitucionales y legales,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la decisión consultada, por la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura - Sala Dual No. 7-, del 22 de febrero de 2012, por la cual se prorrogó por tres meses la medida de suspensión provisional en el ejercicio del cargo de Juez Treinta y Siete Civil del Circuito de Bogotá, al doctor HUGO HERNANDO MORENO MUNÉVAR, conforme se motivó en esta providencia. 

SEGUNDO. Por la Secretaría de la Sala procédase a realizar las respectivas notificaciones y a devolver el expediente al Magistrado a cargo de las presentes diligencias.  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ANGELINO LIZCANO RIVERA               JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ                     

    Presidente                                                                Magistrada



            


MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA   JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ              

 
      Magistrada



            
Magistrado

PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

Magistrado

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

Secretaria Judicial

� Integrada por los señores Magistrados Henry Villarraga Oliveros (Ponente) y José Ovidio Claros Polanco


� Folios 63 a 66


� Folios 75 a 77 


� Folios 78 a 81 


� Folios 86-87


� Folios 115 a 117


� Folios 119 a 122


� Folio 140, la decisión obra a folios 143 a 151


� Folios 125 a 135 


� Folios 152 a 170 


� Aprobado según acta 015 de la fecha. M.P. María Mercedes López Mora. 


� Folios 236 a 268 


� Folios 226 a 235 


� ARTICULO 256. Corresponden al Consejo Superior de la Judicatura o a los Consejos Seccionales, según el caso y de acuerdo a la ley, las siguientes atribuciones:  


3. Examinar la conducta y sancionar las faltas de los funcionarios de la rama judicial, así como las de los abogados en el ejercicio de su profesión, en la instancia que señale la ley. 


� 112. FUNCIONES DE LA SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. Corresponde a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura:  


4. Conocer de los recursos de apelación y de hecho, así como de la consulta, en los procesos disciplinarios de que conocen en primera instancia las salas jurisdiccionales disciplinarias de los consejos seccionales de la judicatura.


� Reza la citada norma: El auto que decreta la suspensión provisional será responsabilidad personal del funcionario competente y debe ser consultado sin perjuicio de su inmediato cumplimiento si se trata de decisión de primera instancia; en los procesos de única, procede el recurso de reposición. 


Para los efectos propios de la consulta, el funcionario remitirá de inmediato el proceso al superior, previa comunicación de la decisión al afectado. 


Recibido el expediente, el superior dispondrá que permanezca en secretaría por el término de tres días, durante los cuales el disciplinado podrá presentar alegaciones en su favor, acompañadas de las pruebas en que las sustente. Vencido dicho término, se decidirá dentro de los diez días siguientes. 


� Reza el artículo 42 de dicha ley que La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura a solicitud de parte u oficiosamente ejercerá el poder preferente jurisdiccional disciplinario, en relación con los procesos que son competencia de sus seccionales, respetando el debido proceso y la doble instancia; igualmente podrá disponer el cambio de radicación de los mismos, en cualquier etapa. 


Para el cumplimiento de estas funciones y las de su competencia creará por medio de su reglamento interno las salas de decisión pertinentes”. 


� C-450 de 2003





